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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 551/2020-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR  GENERAL DE COMERCIO DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.

MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., once de febrero de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 551/2020-3 promovido por la persona moral**********contra actos del Director General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí y del Inspector Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí de nombre Juan Antonio Herrera Martínez; y

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha doce de agosto de  dos mil veinte, compareció el C. **********, en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada, ********** demandando como autoridad emisora al Director General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí y como autoridad ejecutora al Inspector Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí C. Juan Antonio Herrera Martínez, por la nulidad del siguiente acto: 
 “A) Orden de visita 003415; B) Acta administrativa de Inspección 003415; y C) Crédito derivado del acta administrativa de inspección 003415”.
II.- Por auto de fecha veintinueve de septiembre de dos mil veintiuno, previo requerimiento efectuado al actor, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por proveído de fecha veintiocho de octubre de dos de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo por contestando la demanda a las autoridades demandadas; se ordenó correr traslado a la parte actora con el escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se admitieron las pruebas; se admitieron las pruebas de las partes, se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- Con fecha treinta de noviembre de dos mil veintiuno, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza; y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar: en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

El representante legal de la persona moral actora, acreditó la representación legal de la misma conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial otorgado por la sociedad actora, protocolizado ante la fe del Notario Público número 33, con ejercicio en esta ciudad, documental que obra en fojas 20 a la 26 del expediente en que se actúa.
La autoridad demandada, acreditó la representación y legitimación, a través de la copia certificada del nombramiento exhibido en este juicio otorgado a su favor, que obra en foja 80 del sumario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos: A) Orden de visita 003415; emitida por el Director General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; B) Acta administrativa de Inspección 003415; emitida por el Inspector Municipal adscrito a la autoridad demandada; y C) Crédito derivado del acta administrativa de inspección 003415; exhibidas en original por la demandante la cuales no son objetadas, visible en fojas 32 a la 35 de este sumario,  de acuerdo con los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”

En ese tenor, se tiene que las autoridades demandadas, al producir su  contestación, invocan la causal a que se refiere la fracción II del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, señalando que los actos impugnados no afectan los derechos fundamentales de la parte actora, puesto que carece de interés jurídico para interponer el presente juicio, ya que no cuenta con la Licencia de o Autorización que los habilite para ejercer labores comerciales en esa jurisdicción territorial.
Al respecto, debe señalarse que dicha causal de sobreseimiento debe desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta respecto a  la falta de interés jurídico o legitimo para comparecer en este juicio, ya que involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, siendo que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio y que deben analizarse atendiendo a la legitimación ad causam, que atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por tanto, lógicamente, sólo puede analizarse en el momento en que se pronuncie la sentencia definitiva.

Registro digital: 2010641, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,  Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: I.18o.A. J/2 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo II, página 1132, que dice: 
“INTERÉS JURÍDICO. EL EXIGIDO POR EL ARTÍCULO 51, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL, NO CONSTITUYE UNA CAUSA DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE NULIDAD, SINO DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. El artículo 51, segundo párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal prevé que, tratándose de actividades reguladas, para lograr un fallo favorable, el actor debe acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso; sin embargo, tal exigencia no debe entenderse como un supuesto de improcedencia que genere el desechamiento de la demanda o el sobreseimiento en el juicio, lo anterior al no estar previsto así en el artículo 120 de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal -que contiene las causales de improcedencia del juicio-, más bien se debe entender como  una condición para obtener en el fondo una sentencia favorable que reconozca el derecho a desarrollar una actividad regulada, lo cual se traduce en la legitimación ad causam, pues atañe al fondo de la cuestión litigiosa, al involucrar el derecho subjetivo que se pretende reconocer y por lo mismo sólo puede analizarse al emitir la sentencia definitiva. En suma, la falta de acreditación de ese extremo no debe llevar a la improcedencia o al sobreseimiento en el juicio, sino en todo caso a denegar la pretensión de fondo formulada.

Y la tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 169271, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: VI.3o.C. J/67, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Julio de 2008, página 1600, que dice: 
“LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. SÓLO PUEDE ESTUDIARSE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA. Debe distinguirse la legitimación en el proceso, de la legitimación en la causa. La primera es un presupuesto del procedimiento que se refiere o a la capacidad para comparecer al juicio, para lo cual se requiere que el compareciente esté en pleno ejercicio de sus derechos civiles, o a la representación de quien comparece a nombre de otro. En este sentido, siendo la legitimación ad procesum un presupuesto procesal, puede examinarse en cualquier momento del juicio, pues si el actor carece de capacidad para comparecer a él o no justifica ser el representante legal del demandante, sería ociosa la continuación de un proceso seguido por quien no puede apersonarse en el mismo. En cambio, la legitimación en la causa, no es un presupuesto procesal, sino una condición para obtener sentencia favorable. En efecto, ésta consiste en la identidad del actor con la persona a cuyo favor está la ley; en consecuencia, el actor estará legitimado en la causa cuando ejercita un derecho que realmente le corresponde. Como se ve, la legitimación ad causam atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por tanto, lógicamente, sólo puede analizarse en el momento en que se pronuncie la sentencia definitiva.”

Y sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

Por otra parte, se advierte por parte de esta Tercera Sala Unitaria de oficio, que en lo tocante al tercer acto que impugna la parte actora consistente en: “C) Crédito derivado del acta administrativa de inspección 003415”; del cual se advierte va enfocado a controvertir una multa que afirma el accionante le fue impuesta por las demandadas y que cubrió con motivo de los actos derivados la orden de visita 003415, mediante el Recibo de Entero ********** expedido por la Tesorería del Ayuntamiento de San Luis Potosí;  en la especie se actualiza la causal de sobreseimiento a que se refiere los  artículos 228 fracción XI y 229 fracción V, del Código Procesal Administrativo del Estado, en base a que no existe el acto impugnado, numerales antes citados que a la letra refieren: 
“Artículo 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 
“…XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa. Las causales de improcedencia deberán ser examinadas de oficio. 
“Artículo 229. Procede el sobreseimiento del juicio:
 “…V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado…”
Causal de sobreseimiento que se actualiza, toda vez que se advierte de las diversas constancias que integran este juicio, que el actor no probo la existencia de multa o crédito impugnado, ello en base a las siguientes consideraciones que se detallan:

Como se desprende de las medios probatorios ofrecidos por la parte actora, se tiene que tanto en la Orden de Comisión 003415, visible en fojas 32 de este sumario, emitida por el Director General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; y del Acta administrativa de Inspección 003415, de fecha 30 de abril de 2020; que obra en fojas 34 y 35 de este expediente, que no se hacen constar en sus textos ningún dato tendiente a demostrar la imposición de la multa de que se duele, o bien donde se acredite la existencia de la misma, siendo que en el acta administrativa de inspección efectuada por el inspector demandado, en su contenido solo se aprecia la determinación de una clausura como medida de seguridad sobre el establecimiento visitado, consistente en la colocación de 6 sellos oficiales de clausura, misma que fue impuesta conforme a los artículos 84, 85 y 86 fracción I del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí, los cuales a la letra dicen: 

“Artículo  84°.- En caso de que se detecten, al momento de llevar a cabo las visitas de inspección y verificación, irregularidades o violaciones a la normatividad vigente que pongan en riesgo la salud y seguridad pública, los inspectores y verificadores podrán ordenar de inmediato la aplicación de las medidas de seguridad que establece este Reglamento, actuando, en caso, de urgencia, en los términos del artículo 68 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.  
“Las medidas de seguridad a que se hace referencia en el presente artículo tendrán la duración estrictamente necesaria para corregir las irregularidades encontradas y podrán ser impuestas, en caso necesario, mediante el uso de la fuerza pública. La imposición de medidas de seguridad se hará del conocimiento inmediato del Director, a fin que se desahogue el procedimiento para determinar, en caso, las sanciones que procedan conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. 
“Artículo 85°.- Se consideran medidas de seguridad las disposiciones de inmediata ejecución que dicte la autoridad competente, de conformidad con lo establecido en este ordenamiento y demás disposiciones aplicables, para proteger la salud y seguridad pública ante una irregularidad o violación al presente Reglamento encontrada en cualquiera de los lugares o establecimientos a que se refiere este Reglamento y la Ley de la materia. 
“Artículo  86°.- Se podrán aplicar las siguientes medidas de seguridad: 
“…I.-Clausura parcial o total de establecimientos;…”
Circunstancia de la que se obtiene que en los actos debatidos orden y acta referidas, no se desprende que en ellos las autoridades le hayan impuesto la multa, que dice la accionante pagó y que pretende acreditar a través del recibo de pago **********Asimismo, de las constancias que obran en autos de este procedimiento, las partes hayan aportado documento alguno o bien la resolución administrativa donde conste la imposición de una multa como sanción, es decir, donde se pueda corroborar la aplicación de una infracción por los actos contenidos en dichos actos, que  generen la existencia de la multa del crédito impugnado.

En esa tesitura, no es posible tenerlo por demostrando la existencia de la multa impugnado, con el probanzas que aporto en este juicio relativa a la copia del Recibo de Entero ********** expedido por la Tesorería del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en la que consta cubrió la cantidad de ********** a virtud de que su contenido no se desprende que fue efectuado por  una multa derivada de la orden y acta de inspección de referencia, sino que se señalan fue cubierto por diversos conceptos que son ajenos a dichas actas; siendo los siguientes: 
”…M. actividades comer, M. espec. publicidad; Ajuste neto; Juego de Formas,”
Circunstancias que no fueron acreditadas por el actor en este procedimiento con ningún medio de prueba, y que resultan indispensables para analizar la legalidad o ilegalidad del acto de que duele, siendo que no basta la sola afirmación que hace el promovente de que las autoridades demandadas impusieron una multa y que no le fue notificada y que lo condicionaron a pagar mediante el recibo de entero citado, para tenerlo  por acreditando la existencia de la multa impugnada. 
Así como no basta lo que vierte en el capítulo de antecedentes de su demanda  para justificar la existencia del acto reclamado, manifestación que se advierte en el escrito de demanda en el apartado de hechos y en el apartado concepto de impugnación “séptimo”; en tal virtud las probanzas ofrecidas por la promovente antes  mencionadas, carecen de valor probatorio para justificar y acreditar la existencia de la multa o crédito reclamado.

A mayor abundamiento se tiene que las autoridades demandadas en su escrito de contestación de demanda exponen que en lo que concierne al presunto crédito o pago que efectuó la doliente, es erróneo la manifestado, ya que la visita de revisión por sí misma no le genero ninguna prestación fiscal, y que el concepto de pago del recibo de entero fue por actividades comerciales, lo que constituye una negativa, de no haber generado ninguna prestación fiscal. 
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, concluye que en lo tocante al tercer acto que impugna la parte actora consistente en: “C) Crédito derivado del acta administrativa de inspección 003415”; procede una de las causales de improcedencia contenida en los artículos 228 fracción y XI y 229 fracción V, del Código Procesal Administrativo del Estado, por lo que es procedente decretar respecto de dicho acto el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, siendo que obra en autos de este procedimiento que el promovente no acredito la existencia de la multa impugnada, de acuerdo a los razonamientos vertidos en este considerando.
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sostenido por el tribunal Colegiado de Circuito, Tomo IX-Junio página 428 del semanario Judicial de la federación, que a la letra refiere:

“SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE GARANTIAS CON APOYO EN LA FRACCION  IV  DEL ARTICULO  74 DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO LA AUTORIDAD RESPONSABLE NIEGA EL ACTO QUE SE LE RECLAMA Y EL QUEJOSO NO ACREDITA SU EXISTENCIA PROCEDE EL.- Cuando las autoridades responsables niegan la existencia del acto que de cada una se les reclama, y los que intentaron la acción constitucional no aportaron ninguna prueba tendiente a acreditar su existencia procede sobreseerse en el juicio de amparo con apoyo en lo dispuesto por la fracción IV del artículo 74 de la Ley de Amparo.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 3 a la 6 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Por otra parte se procede al estudio y resolución de fondo de los restantes actos que impugna el accionante consistentes en: A) Orden de visita 003415; emitida por el Director General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; B) Acta administrativa de Inspección 003415; emitida por el Inspector Municipal adscrito a la autoridad demandada; que controvierte en los conceptos de impugnación primero al sexto de su escrito de demanda, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho la Tesis de Jurisprudencia, Registro 2011406, Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III: Pagina 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Conceptos de impugnación que en la parte que interesa refieren: 
“PRIMERO.- Violación (…), derivado de no especificar el nombre de la persona respecto de quien se gira la orden de visita.”
“…Tal como se puede observar en la orden de visita 003415 no contiene el nombre correcto sobre de quien se emite la orden, pues ésta va dirigida a **********” siendo importante mencionar que el establecimiento en cuestión tiene de nombre ********** tal como lo acredita con el contrato de arrendamiento que se anexa al presente ocurso, celebrado con (…), en su carácter de arrendador y ********** en su carácter de Arrendatario, (…), con el objeto de arrendar el inmueble ubicado en **********“SEGUNDO.- Violación al numeral 199 del Código Procesal Administrativo del Estado, derivado de no acreditar en términos de ley la identidad y facultad del inspector.”

“…En el caso concreto, en las copias simples que nos entregaron, la persona que dijo ser el inspector no anexo copia alguna de la credencial que lo acredita como tal y, en todo caso, lo facultad para realizar la visita de inspección, así como tampoco circunstancio y/o menciona dentro del acta, haber hecho la entrega de la misma, lo que nos deja en un estado de incertidumbre sobre si en realidad mostró la identificación que menciona durante el levantamiento del acta, siendo claro que durante (…).”
“TERCERO.- Violación al numeral 200 del Código Procesal Administrativo del Estado, derivado de no designar un segundo testigo durante la visita.”

“CUARTO.- Violación al numeral 201 del Código Procesal Administrativo del Estado en su fracciones I y II, derivado de que el acta administrativa de inspección carece de elementos necesarios para su validez... “

“QUINTO.- Violación al numeral 165 fracción I, en relación al 250 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en sus fracciones II, III, IV, derivado de la omisión al practicar la visita de los requisitos formales exigidos por las leyes...”

“SEXTO.-  Violación a los numerales 164 fracción II y 165 fracción II en relación al 250 fracción IV de Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, derivado de que el objeto de la orden fue diferente al ejecutado durante la visita...”
Del estudio de los conceptos de impugnación citados, se determina que resultan infundados e inatendibles, lo argumentado por la  promovente en cuanto a las ilegalidades de que se duele en relación a los actos impugnados.
Toda vez que se advierte de las diversas constancias que obran en este expediente, aportadas por las partes, que la promovente carece de la legitimación en la causa (ad causam) y de la legitimación procesal activa, respecto de los actos que impugna en los incisos A) y B) de su escrito de demanda, en razón de que no existe acreditado en autos de este procedimiento, el derecho subjetivo público legalmente tutelado por la sociedad actora, cuyo goce le pueda ser restituido, como sería la titularidad de la Licencia de Funcionamiento del negocio donde tiene su establecimiento su representada.
Al respecto es necesario precisar que los actos impugnados en la presente controversia, lo constituyen los siguientes: 

“IV. Resoluciones que se impugnan:

“A) Orden de visita 003415; 
“B) Acta administrativa de Inspección 003415…”
“VI. La Pretensión que se deduce en Juicio: 
“Nulidad de los actos combatidos y devolución del pago de lo indebido..”
Derivándose del análisis de las diversas constancias y probanzas que integran este  procedimiento, que la parte actora no acredito en este juicio, tener la legitimación ad causam, que se hace consistir tratándose de los actos jurídicos que se impugnan, en la Licencia de Funcionamiento o permiso de su negocio denominado **********, otorgado por la autoridad competente, respecto del inmueble que ubica en **********mismo que señala fue motivo de clausura por la autoridad demandada en los actos que reclama, o bien en su defecto el documento idóneo que acredite la afectación llevada a cabo en el domicilio materia de esta controversia. 
En efecto, la promovente carece de la legitimación ad causam, que se traduce en el interés jurídico para demandar la nulidad  los actos que impugna bajo los incisos a) y b) de su demanda, en razón de que no existe acreditado en autos de este procedimiento, el derecho subjetivo público legalmente tutelado por el promovente, cuyo goce le pueda ser restituido, respecto de los actos impugnados por el actor en este juicio.

Para lo cual, la parte actora estaba obligada a cumplir  con el requisito  expresamente establecido en el artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado, que a la letra dice: 

 “Artículo  231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

“Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.
“En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”

(lo resaltado es nuestro)

Atendiendo a esta disposición legal, para tener por acreditando el interés jurídico del actor en este juicio demandando la ilegalidad de la Orden de visita 003415; emitida por el Director General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; y del Acta administrativa de Inspección 003415; emitida por el Inspector Municipal adscrito a la autoridad demandada,  debió haber exhibido en el presente juicio que nos ocupa, la Licencia, permiso,  autorización correspondiente que lo legitime  para la actividad  de  que está ejerciendo, que es la que engendra la titularidad de ese derecho, lo cual omitió, según se aprecia de los medios probatorios ofrecidos en su escrito de demanda y valorados en el considerando, circunstancia que trae como consecuencia que los actos que impugna no afecten su interés jurídico, pues éstos no deben considerarse como conculcatorios del derecho de posesión o propiedad, sino en la transgresión de la titularidad del derecho afectado.
Ya que el acto que impugna en este juicio, deriva de actividades regladas, esto es, aquéllas que requieren de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, de los cuales para la procedencia de su estudio en la vía contenciosa administrativa se requiere por parte del accionante que pretende obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, que acredite su interés jurídico mediante la correspondiente Licencia o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente que lo legitime  para realizar la  actividad que ejerce, en razón de que esa actividad se encuentra reglamentada y requiere de la licencia o permiso otorgado por autoridad competente, conforme lo dispuesto por los artículos 3° fracción IX, 18, 21, 34 y 39 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí.

Asimismo, de las mismas probanzas se obtiene que carece de la Legitimación Procesal Activa en la causa para demandar la nulidad de los actos impugnados y para deducir las pretensiones que refiere,  (legitimación que se le conoce con el nombre de ad procesum y se produce cuando el derecho que se cuestionará en el juicio es ejercitado en el proceso por quien tiene aptitud para hacerlo valer), ya que no demostró en este procedimiento ser poseedor del inmueble materia de la controversia,  ubicado en la calle de **********en la fecha en que fueron elaborados los actos reclamados, a virtud de que refiere en su demanda en ese domicilio se encuentra ubicado su establecimiento, argumentos de los cuales se aprecia devienen la afectación legitima a su representada. 
Siendo que  la prueba documental privada que ofrece para acreditarlo que obra en fojas 12 a la 18 de este sumario, consistente en el Contrato de Arrendamiento respecto del inmueble en mención, es insuficiente para  demostrar dicho extremo, ya que fue exhibida en copia fotostática en contravención a lo que establece en el artículo 93 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que dispone que los documentos privados se presentarán en original, lo que le resta valor probatorio; aunado a que se advierte de su contenido, que no se encuentra vigente, ya que se hace constar en su cláusula “TERCERA”, que la vigencia es del 1 de abril de 2017 al 30 de marzo del año 2018, por lo que dicha probanza resulta insuficiente para demostrar la afectación legitima de que se duele de que en ese domicilio se encuentra ubicado su establecimiento y que los actos que ahí se generaron como la clausura le resultan violatorios a sus derechos, ya que en la fecha en que fue levantada el Acta de Administrativa de Inspección 003415, y donde se efectuó la clausura de ese establecimiento, que fue el 30 de abril de 2020, no le generaron ninguna afectación, en razón de que no quedo demostrado que en ese domicilio y en la fecha en que se verificaron los actos que impugna esa fecha estuviera su ubicada el establecimiento de su representada.
En ese tenor, los actos impugnados no afectan el interés jurídico  en la causa ni su legitimación procesal activa de la parte actora, toda vez que bajo las circunstancias en que fue emitido por las demandadas, no le genero a la actora ninguna afectación a su derecho subjetivo, ni se vio afectado por el acto de autoridad que ahora impugna, ya que en el tiempo en que le fue emitido y dentro de este juicio, no probo tener el derecho violado y que dijo le efecto a su establecimiento, que constituyen la acreditación de la legitimación en la causa (ad causam) y la legitimación procesal activa en la causa, por la razones antes vertidas.
Tiene aplicación la Tesis jurisprudencia, No. Registro: 196956, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, VII, Enero de 1998, Tesis: 2a./J. 75/97, Página: 351, que a la letra dice: 

“LEGITIMACIÓN PROCESAL ACTIVA. CONCEPTO. Por legitimación procesal activa se entiende la potestad legal para acudir al órgano jurisdiccional con la petición de que se inicie la tramitación del juicio o de una instancia. A esta legitimación se le conoce con el nombre de ad procesum y se produce cuando el derecho que se cuestionará en el juicio es ejercitado en el proceso por quien tiene aptitud para hacerlo valer, a diferencia de la legitimación ad causam que implica tener la titularidad de ese derecho cuestionado en el juicio. La legitimación en el proceso se produce cuando la acción es ejercitada en el juicio por aquel que tiene aptitud para hacer valer el derecho que se cuestionará, bien porque se ostente como titular de ese derecho o bien porque cuente con la representación legal de dicho titular. La legitimación ad procesum es requisito para la procedencia del juicio, mientras que la ad causam, lo es para que se pronuncie sentencia favorable.” 
Asimismo, sirve de apoyo la Tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 206338, Instancia: Segunda Sala, Octava Época, Materias(s): Común, Tesis: 2a./J. 16/94, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 82, Octubre de 1994, página 17, que refiere: 
“INTERES JURIDICO, AFECTACION DEL. DEBE PROBARSE FEHACIENTEMENTE. En el juicio de amparo, la afectación del interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no inferirse con base en presunciones.

En tales condiciones, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón a la parte actora para que proceda la nulidad de los actos impugnados consistentes en: La Orden de visita 003415; emitida por el Director General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; y del Acta administrativa de Inspección 003415; emitida por el Inspector Municipal adscrito a la autoridad demandada, siendo que es legal y valido el acto impugnado, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta resolución.  

En esa tesitura, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de los actos impugnados consistentes en: A) Orden de visita 003415; emitida por el Director General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; B) Acta administrativa de Inspección 003415; emitida por el Inspector Municipal adscrito a la autoridad demandada;  de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 228 fracción XI,  229 fracción V, 248, 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ delos actos impugnados consistentes en: A) Orden de visita 003415; emitida por el Director General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; B) Acta administrativa de Inspección 003415, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia.

TERCERO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en cuanto concierne al acto impugnado en el inciso C) Crédito derivado del acta administrativa de inspección 003415, de acuerdo a los razonamientos vertidos  en el considerando Cuarto de esta sentencia.

CUARTO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

